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A) Perspectivas en el ámbito civil 
a) Origen de la potestad ejecutiva: la separación 
de poderes 
Aunque algunos autores ven otros precedentes remotos (Aristó-
teles, Marsilio de Padua, etc.) suele admitirse que la aparición de la 
potestad ejecutiva está estrechamente vinculada al principio de la se-
paración de poderes, que no es de aplicación en la Iglesia. 
Este principio nace en el s. XVII como una reacción contra el 
absolutismo imperante, y se consolida en el s. XVIII, permaneciendo 
desde entonces íntimamente unido al constitucionalismo de corte libe-
ral del que constituye uno de los primeros «dogmas». Es significativo 
a este respecto que el arto 16 de la Declaración francesa de los dere-
chos del hombre y del ciudadano de 1789 estableciera: «Toda sociedad 
en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, y la separa-
ción de poderes determinada, carece de Constitución» l. 
1. Cfr. PEREIRA MENAuT, A. C., Lecciones de teoría constitucional, Madrid 
1987, p. 113. 
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La separación de poderes estriba en la atribución de las distiritas 
funciones políticas de la sociedad a órganos separados, con el fin de 
que puedan fiscalizarse mutuamente y se contrarresten los respectivos 
poderes. Esto no significa que haya tres funciones solas en la socie-
dad, y que cada poder ejerza una sola: por el contrario, cada uno de 
los poderes desempeña una variedad de funciones, según adJllite la 
doctrina y muestran los textos constitucionales. 
1) La separación de poderes en Locke 
El teórico de la Revolución Gloriosa de 1688 en Inglaterra es 
Locke, quien en sus «Dos tratados sobre el gobierno civil» avisa acer-
ca del peligro de que si unos mismos órganos establecen las leyes y 
las ejecutan, tengan la tentación de hacer las leyes y aplicarlas arbi-
trariamente, para su propia ventaja. De ahí que propugne la realiza-
ción de esas funciones por manos distintas, separando los poderes le-
gislativo y ejecutivo, mientras que un tercer poder, el federativo para 
asuntos exteriores de guerra y pazo de alianzas, no hay inconveniente 
en que esté unido al Ejecutivo 2. 
En realidad Locke no pretendió establecer una radical separación 
de los poderes, ya que por un lado prevé unos límites al legislativo, 
que ha de someterse a la razón; y por otro reconoce la existencia de 
unas prerrogativas regias que superan el ámbito de lo meramente eje-
cutivo para intervenir en asuntos en los cuales nada hay legislado. 
Tampoco sostuvo Locke el principio radical de la división de po-
deres -como luego haría Montesquieu- pues consideraba uno el poder 
político y simplemente defendía su ejercicio separado para una mejor 
defensa de los derechos de los ciudadanos. 
2) La división de poderes en Montesquieu 
Medio siglo después de Locke, el barón de Montesquieu estudia 
la obra de aquel así como las instituciones inglesas, y expone su doc-
trina de la división de poderes en el Estado, con vistas a dar una 
solución al problema del absolutismo francés. En 1748 publica L'Esprit 
des lois, la obra en la que dogmatiza sobre el sistema constitucional 
ideal, con la pretensión de interpretar una realidad inglesa que para 
entonces había evolucionado ya bastante 3. 
Montesquieu defiende el sistema de tres poderes independientes 
2. Cf. PÉREz SERRANO, N., Tratado de derecho político, Madrid 1976, p. 371. 
3. PÉREZ SERRANO, N., a.c., pp. 372-373. 
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entre sí y equilibrados, para que «el poder frene el poden>; Se trata 
de una teorización que no corresponde a lo existente en Inglaterra, 
y que difícilmente podría ser llevada a la práctica. Habla sobre el 
legislativo, el ejecutivo externo que se refiere al Derecho de gentes, 
y al ejecutivo interno, propio del Derecho civil y que más bien debe 
denominarse · judicial. 
3) La realidad del sistema inglés 
Al margen de las apreciaciones doctrinales, durante el siglo XVII 
se produce en Inglaterra un cambio de la realidad económica, social 
y política que desembocará en dos revoluciones 4. El primer fenómeno 
digno de ser resaltado fue el florecimiento de una burguesía capita-
lista agraria, fruto de la venta de tierras pertenecientes a la Corona y 
a la Iglesia. Esto dio lugar a una nueva clase social -la gentry-, infe-
rior a la nobleza pero con más recursos que ella, que controlaba más 
del 70 % de las tierras cultivables, y cuyo capitalismo se adelantó en 
un siglo al de la burguesía industrial. 
Esa clase social, junto con la de los comerciantes, quiso convertir 
su peso social en predominio político 5. De ahí que ocupando los esca-
ños de la Cámara de los Comunes, lucharan por aumentar sus compe-
tencias legislativas, sobre todo en materia de impuestos, frente a la 
Corona y a la Cámara de los Lores. Este proceso condujo a las revo-
luciones de 1649 y 1688. Como consecuencia de ellas, el Parlamento 
se hizo con el control de los demás poderes y con la potestad de votar 
todo tributo y de nombrar a los ministros y consejeros reales. Con 
la casa de los Orange primero, y luego con la de los Hannover se 
consolidó esta situación: la Corona quedó como una institución neutra: 
el Rey dejó de presidir las reuniones del Gabinete Real que pasó a 
depender del Parlamento, con lo cual resultó instaurado el sistema par-
lamentario en su más pura esencia. Dicho en otros términos, el poder 
legislativo alcanzó un claro predominio sobre el ejecutivo. Aquí no se 
percibe el equilibrio de poderes auspiciado por Montesquieu. 
b) La separación de poderes en la actualidad 
Puede decirse que en los regímenes constitucionales el principio 
de separación de poderes (sobre todo entre el legislativo y el ejecutivo) 
opera de muy distinta manera según los países y épocas. Actualmente 
4. Cf. SuÑÉ LUNAS, E., El iusnaturalismo de Edmund Burke, en «Persona 
y Derecho», 16, 1987, pp. 278 Y ss. 
5. Cf. SuÑÉ LUNAS, E., o.c., p. 281. 
88 EDUARDO LABANDEIRA 
la primera clasificación de las Constituciones es aquella que las divide 
en parlamentaristas y presidencialistas. La diferencia entre unas y otras 
no consiste tanto en el predominio del parlamento o del jefe de go-
bierno, como en la vinculación estrecha o la independencia de ambos 
poderes. 
Lo característico del régimen parlamentario es la gran relación 
existente entre el legislativo y el ejecutivo. Y no precisamente de opo-
sición, aun cuando se den controles recíprocos: en efecto, el parla-
mento elige al jefe del gobierno, o aprueba el gobierno mismo, y puede 
hacerle caer mediante una moción de censura; y a su vez el jefe del 
gobierno puede disolver el parlamento antes de la expiración de su 
mandato. 
Formalmente se da un predominio del poder legislativo, pero a 
veces de hecho todo el sistema político gira en torno al ejecutivo. 
Esto se produce en Inglaterra desde que la Cámara de los Comunes, 
tras someter a su control al Gabinete, puso como primer ministro al 
jefe de la mayoría parlamentaria. En consecuencia, el premier desde el 
gobierno tiene en sus manos los resortes de la vida política del país, 
al tiempo que el ministro de justicia es jefe de todos los tribunales 
y preside la Cámara de los Lores 6. 
Pero el régimen parlamentario muestra también algunos ejemplos 
de predominio de hecho, del legislativo. Así, en las Repúblicas france-
sas 111 y IV, los gobiernos caían frecuentemente a consecuencia de 
los vaivenes de una Asamblea inestable, compuesta por diversos gru-
pos en constante cambio de alianzas y rupturas. 
Al contrario que en los regímenes parlamentarios, en los presiden-
cialistas lo característico es la aplicación bastante estricta del principio 
de la separación de poderes. En ellos suele darse un cierto predominio 
del poder ejecutivo. Ejemplos de lo que venimos haciendo son la 
Constitución de los EE.UU. de Norteamérica y la vigente en Francia 
desde 1958, en las cuales se atribuyen como propias de cada uno de 
los poderes, algunas cuestiones, mientras que otras materias son co-
munes a ambos. 
c) Conclusiones sobre los poderes y sus relaciones 
Es extraordinariamente amplia la gama de sistemas constitucio-
nales, tanto a lo largo de la historia como en la actualidad. Acabamos 
de ver la distinción de los regímenes parlamentario y presidencial. En 
principio el primero corresponde a un sistema en que predomina el 
6. Cf. PÉREZ SERRANO, N., O.C, p. 380. 
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Parlamento, mientras el segundo suele coincidir con un ejecutivo fuer-
te. En todo caso parece claro que la idea de equilibrio entre los dis-
tintos poderes sostenida por Montesquieu no es viable y realista, pues 
la balanza del poder real suele inclinarse en un sentido o en otro. 
Parece más en consonancia con la realidad la idea de Locke: se-
paración de poderes pero sumisión formal del ejecutivo al legislativo. 
Decimos esto aun conscientes de que a veces la relación entre ambos 
es la contraria en la práctica. El fundamento de la separación de po-
deres -yen consecuencia de la aparición del ejecutivo como se da en 
la actualidad- es el control recíproco de los mismos en beneficio de 
las libertades de los ciudadanos. Si este es el fundamento de la sepa-
ración de poderes, los poderes mismos quedan configurados de esta 
manera: ' 
1) Poder legislativo 
a) Es de naturaleza colegial y representativa de las libertades y 
derechos de los ciudadanos. 
b) Es supremo en cuanto encarna la voluntad del pueblo sobe-
rano y el principio de la igualdad ante la ley, como fruto del pacto 
social. 
c) Es racional, no abusivo o arbitrario, por lo que no debe ir más 
allá de lo que exija el pacto social, la razón o el bien público. 
d) Es intermitente en su ejercicio, es decir, emite sus normas 
en ciertos períodos señalados y a cierta distancia de las situaciones 
de hecho que regula. 
2) Poder ejecutivo 
a) Es de naturaleza individual (Presidente, gobernador, prefecto, 
alcalde) o colegial (Consejo de Ministros, ayuntamiento, etc.). 
b) Es subordinado: se trata de un poder confiado o reconocido 
a su titular a fin de que prevea el bien público en casos singulares o 
circunstanciales genéricamente contemplados por la ley. 
c) Es ejecutorio, como su nombre indica: entre otras funciones 
se le encomienda la de aplicar las leyes. Consiste, pues, en una acti-
vidad subsidiaria de la ley. 
d) Es permanente: se encuentra en constante ejercicio, procu-
rando satisfacer las necesidades sociales de cada momento, casi siem-
pre de modo inmediato. 
e) Es residual, en el sentido de que tiene aquel contenido que 
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conserva después de haber sido despojado el poder soberano de mu-
chas competencias por los otros poderes. 
Nótese que no hablamos del poder judicial, porque es cosa muy 
distinta de los otros dos. Algunos autores niegan que sea poder, mien~ 
tras que otros sostienen que en la medida en que puede constreñir 
a los ciudadanos coincide con la potestad· ejecutiva. . . 
Mientras en Locke prevalece la idea de la separación de pod(!res 
vinculados por una relación de subordinación del Ejecutivo respe~to 
al legislativo, Montesquieu defiende la división de poderes, es de~ir? 
la pluralidad y el equilibrio de los mismos. En ambos casos su funda~ 
mento es la necesidad de quitarle poder al Leviatán descrito por Hob-
bes, y de esa manera proteger la libertades de los ciudadano~. Cqsa 
distinta acaece en la Iglesia, cuyos principios doctrinales son muy otros, 
pues el poder radicalmente único proviene de Cristo, y 11:0 puede ser 
un Reino dividido contra sÍ. . 
B) La potestad ejecutiva en la Iglesia 
a) Precedentes terminológicos 
Es sabido que durante siglos la potestad de la Iglesia se dividió 
en contenciosa (in invitos) y voluntaria (in volentes et petentes). Pero 
como ya desde antiguo algunos como Marsilio de Padua, Juan de 
Janduno y luego los jansenistas negaron a la Iglesia el poder externo 
sobre sus miembros, y en particular el poder de reprimir a los contu-
maces y de castigar a los delincuentes (potestad coactiva o coercitiva), 
en un Esquema del Vaticano I 7 se atribuían a la Iglesia los poderes 
legislativo, judicial y coercitivo. Más tarde el papa León XIII reivin-
dica esos poderes en dos de sus encíclicas 8 y, por último, en el c. 335 
§ 1 del Código de 1917 se dice que el Obispo gobierna su diócesis «con 
potestad legislativa, judicial y coactiva». 
Sin duda alguna no se intenta en estos casos hacer una división 
de poderes, ni siquiera una distinción adecuada. Se trata simplemente 
-en éste como en tantos lugares del ordenamiento canónico- de in-
tegrar en sobreabundancia el contenido de las competencias o fun-
ciones de un oficio. Aquí, concretamente se quiere decir que la Iglesia 
7. Schema De Constitutione Ecclesiae, cap. X (De potestate Ecclesiae). 
8. Enc. Inmortale Dei, l.XII.1885 (AAS 18, pp. 162 ss.) y Satis cognitum, 
29.VI.1896 (ASS 28, pp. 709 ss.). 
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o el Obispo tienen amplios poderes incluso para sancionar a sus súb-
ditos en el fuero externo. 
Ocho años después de la promulgación del CIC 17, Pío XI en una 
encíclica menciona las potestades legislativa, judicial y ejecutiva 9. Pero 
al leer ese texto se comprueba que a la potestad ejecutiva se le da el 
mismo contenido que a la coactiva. 
b) La distinción de funciones y órganos y $U iustificapión 
Cuando se acometió la tarea de verter en' textos legales algunos 
de los documentos y principios del Concilio Vaticano 11, empezó a uti-
lizarse la expresión «potestad administrativa», no como algo novedoso, 
sino ya existente pero necesitado de una regulación jurídica. Así en 
el n. 7 de los prinicpios directivos de la reforma legislativa se lee: 
«Potestatis ecclesiasticae clare distinguantur diversae functiones, vide-
!icet legislativa, administrativa et iudicialis, atque apte definiatur a 
quibusdam organis singulae functiones exerceantur» 10. ' 
Este texto tan conocido nos suministra una' clave para entender, 
no ya lo que sería, sino cómo debería ser en el nuevo Código la po-
testad ejecutiva, denominada de momento función administrativa. En 
primer lugar se admite la tríada de funciones corno algo preexistente 
pero no bien distinguido, y que se atribuye a un único poder en la 
Iglesia. Nada, pues, de división de poderes, sino distinción y distribu-
ción de funciones entre los diversos órganos de gobierno. Que esto 
suponga separación de poderes no consta en el texto, y debemos re-
chazarlo a la vista de la constitución de la Iglesia. 
Ahora bien, podemos preguntarnos cuál es la razón de ser de ese 
principio que pretendía aplicarse en la reforma legislativa. Parece que 
con él se pretende una clarificación de las distintas parcelas del poder 
para facilitar su regulación jurídica y su ejercicio, y --en consecuen-
cia- proteger debidamente los derechos de los fieles. He aquí cómo 
una distinción de poderes o de funciones en la Iglesia que tiene poco 
que ver con la división o separación de poderes en la sociedad civil, 
en el fondo indirectamente coincide con ella en su fundamento: la 
necesidad de amparar al ciudadano o al fiel. 
Con base en esa distinción auspiciada, y aun antes de que se 
promulgara el nuevo Código, Pablo VI crea un órgano para la revisión 
jurisdiccional de los actos de la potestad administrativa mediante el 
9. Cf. Ene. Quas primas, 11.XII.1925, en AAS 17, 1925; Dz. 3677, que refiere 
las tres potestades a la Realeza de Cristo. 
10. Principia quae C.I.C. recognitionem dirigant, «Cornrnunicationes» 1, 1969, 
p.83. 
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n. 106 de la REU: se trata de la Sección 2.a del S. Tribunal de la 
Signatura Apostólica. De ahí se deduce la conveniencia de avanzar en 
la distinción antes apuntada. 
Ahora bien, si nos preguntamos el por qué de esta distinción, su 
razón de ser en la hora presente, el mismo documento nos responde: 
1) Hay que proteger jurídicamente de modo equitativo a supe-
riores y súbditos, alejando de la Administración eclesiástica aun la sos-
pecha de arbitrariedad 11. Esta idea se encuentra también en la fun-
damentación de la separación de poderes. 
2) Los recursos y apelaciones judiciales eran suficientes en el 
CIC 17, no así los recursos administrativos y los procesos administra-
tivos 12. 
3) Como consecuencia de todo ello se deduce la necesidad de 
implantar el principio de la distinción de las tres funciones: así como 
la creación de tribunales administrativos de diversos grados y especies 
con sus respectivos procedimientos 13. 
En conclusión de lo que venimos diciendo, se percibía la nece-
sidad de distinguir las tres funciones con sus respectivos titulares, a 
fin de separar los actos ejecutivos de los judiciales. En efecto, los 
primeros realizados por unos órganos que llamamos ejecutivos o ad-
ministrativos y que actuaban resolviendo conflictos entre terceras per-
sonas por unos procedimientos unas veces formales y otras no, como 
si fueran jueces, desde una posición de imparcialidad. Sin embargo 
faltaban o eran escasos los recursos administrativos propiamente di-
chos, en los que la Administración es juez y parte, y por esa singular 
posición se hace necesario recurrir luego a un órgano jurisdiccional 
imparcial, en sede contencioso-administrativa. De aquí la necesidad 
de establecer ese tipo de tribunales y de distinguir los actos y órganos 
de uno y otro poder. Así también se echaba en falta la existencia de 
unos procedimientos administrativos debidamente regulados. Apenas 
han existido algunos procedimientos de especial importancia!. Era de-
11. «Proclamari idcirco oportet in iure canonico princlpmm tutelae iuridi-
cae aequo modo applicari superioribus et subditis, ita ut quaelibet arbitrarietatis 
suspicio in administratione ecclesiastica penitus evanescat» (ibid.). 
12. «Communis opinio canonistarum censet recursus administrativos non 
parum deficere in ecclesiastica praxi et administratione iustitiae» (ibid.). 
13. «Exinde necessitas ubique persentitur ordinandi in Ecclesia tribunalia 
administrativa secundum gradus et especies, ita ut defensio iurium in eisdem 
habeat propriam et canonicam proceduran quae apud auctoritates diversi gra-
dus apte evolvatur. Admisso hoc principio, potestatis ecclesiasticae clare distin-
guantur diversae functiones ... » (ibid.). 
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seo extendido entre los especialistas el de poder contar con una regu-
lación del procedimiento ordinario del acto administrativo, así como 
la del recurso jerárquico, distinguiéndolo convenientemente de la ape-
lación. 
Por otra parte, aunque no lo digan los principios · de la reforma, 
también era clara la necesidad de distinguir entre el poder ejecutivo 
y el legislativo, a fin de evitar la ingerencia de órganos ejecutivos en 
las tareas propias del legislativo. Para resolver esta cuestión ya Be-
nedicto XV había promulgado junto al Código anterior el M.P. Cum 
iuris canonici por el que a las Congregaciones Romanas se les prohibía 
modificar el texto legislativo aprobado y se les encomendaba sólo la 
emisión de normas ejecutorias 14. Sin embargo los resultados no habían 
sido del todo satisfactorios, y existían dudas sobre si una Congrega-
ción se había extralimitado en algún caso especial. 
En resumen, podemos afirmar que la reforma se abordó en estos 
temas para acabar en lo pQsible con una cierta inseguridad jurídica, 
regular procedimientos para cada tipo de actos, y realizar la fijación 
de los órganos competentes y la consolidación del proceso administra-
tivo, es decir, del recurso contencioso-administrativo. Si prescindimos 
de la diversa fundamentación constitucional, podemos afirmar que es-
tos fines jurídicos se encuentran también en los sistemas seculares. 
c) La distinción de poderes en el nuevo Código 
y su fundamentación 
En el Código actual se trata de la distinción de poderes sobre todo 
en los cc. 13S Y 391. El precedente inmediato de estos textos se halla 
en el texto del Schema Legis Ecclesiae Fundamentalis 15 que, no habien-
do sido promulgado separadamente, cedió parte de su contenido para 
su inclusión en el Código. En los cc. 74 Y 80 del textus prior, yen los 
cc. 7S y 81 del textus emendatus del mencionado Schema se distinguen 
los poderes legislativo, ejecutivo y judicial tanto a nivel supremo como 
al de la Iglesia particular. 
Es interesante hacer notar que ya no se habla desde entonces 
en los documentos de distinción de funciones, sino de distinción de 
poderes. La razón está en que el ámbito de poderes y funciones no 
coincide. En la Iglesia, de modo análogo a cuanto sucede en los Esta-
dos, las autoridades ejecutivas pueden emitir normas generales: de-
14. Cf. AAS 3, 1917, p. 483 s. 
15. Cf. Schemata Legis Ecclesiae Fundamentalis, Typ. PoI. Vaticanis, 1971. 
Los cc. citados figuran en las pp. 46-50. 
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cretos generales ejecutorios e instrucciones (cc. 31-34), función que es 
materialmente legislativa; y pueden resolver controversias entre par-
tes que se someten a su poder (función judicial). Y cosa semejante 
acontece con los demás poderes, que ejercen varias funciones. Tras 
establecer la distinción de poderes -no su división ni su separación-
el Código pasa a regular las autoridades que los ejercen y los actos 
correspondientes a cada uno de ellos. 
A este respecto nótese bien que pese a cualquier apariencia de 
lo contrario, en la Iglesia no existen unas organizaciones de poderes 
lineales, paralelas, enfrentadas como acontece en los Estados, y que 
por metonimia puedan denominarse poderes legislativo, ejecutivo y 
judicial, entendidos como bloques unitarios organizados interiormente 
por el principio de jerarquía. 
En la Iglesia la organización del poder gira unitariamente en torno 
a dos polos: el Papa y el Obispo. En el ámbito de cada uno de ellos 
se da la plenitudo potestatis: el Romano Pontífice tiene todo el poder 
sobre la Iglesia universal, y en el Obispo reside la plenitud de poder 
sobre su diócesis 16. Si a esto añadimos el carácter personal de la po-
testad en la Iglesia, es fácil comprender su naturaleza y organización 
especial, que no se encuentran en ninguna otra sociedad. 
El Papa y los obispos diocesanos ejercitan los tres poderes de 
gobierno, lo que excluye una separación o división radical. Así pues, 
cuando hablamos de poder ejecutivo o de Administración pública nos 
referimos a cualquiera de las autoridades que tienen tal poder, y que 
a veces denominamos órganos administrativos en un sentido lato, ya 
que órgano no es otra cosa que la parte de un cuerpo unitario. 
Además de esos oficios capitales cuyos titulares gozan de poder 
ejecutivo, tanto a nivel central como a nivel diocesano se produjo his-
tóricamente un fenómeno de desconcentración impropia, constituyendo 
unos oficios subordinados del Papa y de los Obispos, con participación 
en alguno de sus poderes. Actualmente en estos oficios vicarios se da 
una especialización de poderes -facilitada por la distinción de los 
mismos- por la cual la que tiene potestad ejecutiva no la tiene judi-
cial, y a la inversa; y una y otra carecen de potestad legislativa. De 
donde se desprende que aun cuando el principio de la separación de 
poderes liberal no tiene razón alguna de ser en la Iglesia, en ella se 
produce una cierta separación de poderes en vicarios y delegados. De 
este modo se logra una más radical distribución del trabajo, una 
16. «Sane potestas una est eaque residet in Superiore sive Supremo sive 
inferiore, nempe in Romano Pontífice et in Episcopis dioecesanis, in respectivo 
ambitucompleta» (Principia, cit., n . 6, en «CommunÍCationes» 1, 1969, p. 82). 
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preparación más adecuada de quienes lo realizan, y un más claro 
conocimiento de su situación jurídica por parte de los destinarios. 
d) La distinción de la potestad ejecutiva 
Llegados a este punto, vamos a detenernos particularmente en el 
examen del poder ejecutivo eclesiástico, que es objeto de este artículo. 
1) Cuándo se efectúa la distinción 
Aún sin utilizar esta nomenclatura, tal distinción se realiza en la 
legislación piobenedictina. 
A nivel central, las Congregaciones de la Curia Romana dejan de 
resolver pleitos mediante procedimientos judiciales, y esas causas pa-
san a la Rota o a otro tribunal competente 17. En cambio se les enco-
mienda en exclusiva la resolución de los recursos administrativos con-
tra los actos administrativos de los obispos 18. Al mismo tiempo a las 
Congregaciones se les niega el poder legislativo 19. 
A nivel diocesano también se delimita la potestad ejecutiva en un 
terreno en que antes se daba una situación confusa: la de los vicarios 
del obispo. Mientras el c. 368 del Código de 1917 atribuye al vicario 
general la jurisdicción del obispo salvo en aquellas materias reserva-
das o que requieren mandato especial, el c. 1573 atribuye a un vicario 
expresamente distinto del general -al oficial- potestad ordinaria para 
juzgar. Por consiguiente este poder queda excluido de las competencias 
del vicario general. 
2) Regulación actual 
Aun sin definirlo, el Código vigente menciona al poder ejecutivo 
junto con los otros dos en los cc. 135 y 391, Y el ejercicio del poder 
ejecutivo se rige por las disposiciones de los cc. 136-144, a tenor del 
c. 135 § 4. 
Son sujetos de la potestad ejecutiva los denominados ordinarios 
en el c. 134 § 1: R. Pontífice, obispos diocesanos y equiparados a ellos 
17. «Per Sacras Congregationes non amplius reClpl nec agnosci causas 
contentiosas, tam civiles quam criminales, ordinem iudiciarum cum processu et 
probationibus requirentes» (C. A. Sapienti consilio, n, 2.°, en AAS 1, 1909, p. 15; 
vid también Normae peculiares, 1, 3.°, ibid., p. 61). 
18. «Contra dispositiones Ordinariorum, quae non sint sententiae forma 
iudiciali latae 000 sed earum cognitio Sacris Congregationibus reservatur» (c. 16 
de la Lex propria S.R. Rotae et Signaturae Apostolicae, 29.VI.1908, en AAS 1, 
1909, p. 24; vid. c. 1601 del CIC 17). 
19. Vid. nota 14 y texto. 
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aun interinamente (cc. 368 y 295), los que en estas instituciones tienen 
potestad ejecutiva ordinaria general (c. 479 §§ 1-2) Y los superiores 
mayores de institutos clericales de derecho pontificio, y de sociedades 
clericales de vida apostólica de derecho pontificio. 
Las funciones y límites de esta potestad, descritas brevemente, son 
las siguientes: 
En su virtud se dictan normas ejecutivas dependientes (es decir, 
ejecutorias de una ley) a tenor del c. 31 § 1, por las que se determinan 
particularmente los modos de observar esa ley (decretos generales eje-
cutorios); o se destinan a las personas encargadas de aplicar la ley 
(c. 34 § 1) y entonces son unas normas internas denominadas instruc-
ciones. 
También emiten normas ejecutivas independientes (no ejecutorias 
de una ley) en virtud de una habilitación expresa de una ley (CIC, 
REU, etc.) o de una habilitación tácita por la cual puede la Administra-
ción organizar y regular cualesquiera organismos que crea en su seno, 
mientras no conste otra cosa, y siempre con normas de valor infra 
legem. 
Además de la potestad reglamentan~ descrita, compete a la Admi-
nistración emitir los actos administrativos singulares, que vienen des-
critos y regulados en los cc. 35 y siguientes del Código vigente, y que 
están sometidos a fiscalización tanto del superior jerárquico (cc. 1400 
§ 2 y 1732 a 1739) como del tribunal administrativo (cc. 1400 § 2 y 
1445 § 2). 
El ámbito de ejercicio de la potestad ejecutiva viene especificado 
en el c. 136. Respecto a los propios súbditos la potestad les alcanza 
siempre, ya es~én dentro o fuera del territorio a que se extienda esa 
potestad. Cuando se trata de peregrinos, les afecta la potestad si se 
encuentran en ese territorio y se trata de conceder favores o de ejecu-
tar las leyes universales o particulares. 
Por último, los cánones 137 a 144 regulan lo referente a la delega-
ción, cesación y suspensión de la potestad ejecutiva. No nos detendre-
mos en ellos porque nuestro trabajo no pretende considerar pormeno-
rizadamente todos los aspectos de la potestad ejecutiva, sino los fun-
damentales. 
e) Valoración de la distinción de poderes 
En principio podría producir cierta aprensión el que se dé entrada 
en la Iglesia a la distinción de poderes, como si esto la secularizase, 
aproximándola a los sistemas civiles basados en la soberanía popular 
y en el enfrentamiento de poderes. Sin embargo eso no debe ser así, 
ya que tal distinción conceptual no es atentatoria contra el principio 
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de la unidad de poder en la Iglesia y en los oficios capitales. En el 
ámbito de éstos constituye una clasificación a efectos de determinar 
su régimen jurídico. Pero a nivel de órganos subordinados su utilidad 
es todavía mayor, ya que tales distinciones señalan el límite de su com-
petencia. 
Así pues, la importancia de distinguir los actos jurídico-canónicos 
en legislativos, ejecutivos (o administrativos) y judiciales proviene cier-
tamente de la conveniencia de saber cual es la naturaleza del acto pro-
ducido por un órgano capital, ya sea el R. Pontífice o el Obispo dio-
cesano; pues si bien no es impugnable un acto papal, cualquiera que 
sea su naturaleza jurídica, sí lo es el acto episcopal, y por vías distin-
tas según su naturaleza. 
Sin embargo mucha mayor trascendencia tiene la distinción, cuan-
do se relaciona con autoridades vicarias o delegadas. La razón de 
esto es fácilmente comprensible. La eficacia de la labor de gobierno 
en la Iglesia, en la cual la potestad gira fundamentalmente en torno 
a dos polos (el papal yel episcopal), depende mucho de una adecuada 
desconcentración de competencias, sobre todo nombrando órganos 
vicarios, pero también mediante la delegación. 
El fenómeno de la delegación suele ser circunstancial, y se res-
tringe en el ámbito legislativo en principio al ámbito del legislador 
supremo (ce. 30 y 135 § 2), y se excluye del ámbito judicial (c. 135 § 3). 
Unicamente se contempla con amplitud la delegación de la potestad 
ejecutiva (c. 135 § 4). Pero el sistema de instituir oficios vicarios es 
antiguo y su uso ha sido ampliado en el Código actual. Merecen des-
tacarse los dicasterios pontificios y los vicarios del obispo diocesano: 
dejando aparte los pocos órganos judiciales, los demás gozan de po-
testad administrativa o ejecutiva, sobre todo las Congregaciones roma-
nas y los vicarios generales o episcopales 20. 
De aquí se deduce la importancia de la separación de poderes, pues 
de esta manera se sabe a priori qué poder pueden recibir o de cuál go-
zan los oficios vicarios y las autoridades delegadas. 
Todo esto viene complementado con la regulación jurídica en el 
CIC vigente de los actos correspondientes, en especial de la potestad 
ejecutiva, que resulta una novedad legislativa (ce. 31 ss.). Y no sola-
mente esto, ya que se regulan los remedios jurídicos contra los actos 
administrativos, tanto el recurso jerárquico (ce. 1732 ss.) como el con-
tencioso-administrativo (c. 1445 § 2). Por todo ello, a pesar de los de-
fectos que la aplicación del principio de la distinción de poderes pueda 
20. Ce. 360 y 475 SS.; cf. ce. 77 § 2 Y 80 § 2 del textus prior, y ce. 78 § 2 
y 81 § 2 del textus emendatus, del Schema cit. 
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llevar consigo, no contradice la constitución divina de la Iglesia, como 
lo hubiera hecho su separación o su división, y al mismo tiempo per-
mite fijar el régimen jurídico de unos actos que anteriormente care-
CÍan de él, potenciando a la vez la seguridad jurídica y la defensa de 
los derechos de los fieles. 
